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En el caso sub examine, el apoderado judicial del señor Cristian Andrés  Aristizábal Villanueva atribuye a la Fiscalía 1ª Seccional de esta ciudad la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa de su mandante al no haberle suministrado las copias que obran dentro de la investigación que se sigue en contra de este, radicada bajo el No.660016000036201801678 y que corresponden a la denuncia, los dictámenes de medicina legal si los hubiere y los demás EMP  con los que cuenta la FGN. 
(…)

Y de acuerdo a lo anterior, concluyó: “La Corte, por tanto, ha afirmado reiteradamente que el derecho de defensa no se empieza a ejercer solamente desde el momento en que se profiere la imputación sino que, desde el momento mismo en que se inicia la investigación con un indiciado conocido, éste puede adoptar las estrategias que considere convenientes para preparar su defensa, eso sí, teniendo en cuenta los cauces legales previstos en la Ley 906 de 2004, bajo el entendido de que la estructura del nuevo sistema de Procedimiento Penal con tendencia acusatoria no implica: (i) anticipar la etapa del descubrimiento de las pruebas ni (ii) efectuar solicitudes que puedan entrabar las labores de la Fiscalía de adelantar y continuar la investigación(…)”  
(…)
Siguiendo los lineamientos del artículo 8º del C.P.P., en su literal “h” consagra que una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho: “conocer los cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles, con indicación expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los fundamentan”.
4.8.7.  Por su parte, el artículo 125 del C.P.P dispone lo pertinente a los deberes y atribuciones especiales de la defensa y en su numeral 3º señala que tendrá los siguientes: “En el evento de una acusación, conocer en su oportunidad todos los elementos probatorios, evidencia física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía General de la Nación, incluidos los que sean favorables al procesado.”  Frente a esta norma, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.3, M.P. Patricia Salazar Cuéllar, STP5739-2017, Radicación No.: 89635, del 25 de abril de 2017 dijo lo siguiente:
“Así, por regla general ese tipo de información (la obtenida a raíz de la investigación penal) solo debe develarse en el respectivo proceso penal, en la fase de acusación (o con posterioridad, como se indicó en precedencia), según las reglas atrás referidas y sin perjuicio de la que deba ser presentada ante el juez de control de garantías para los asuntos de su competencia (legalización de captura, imposición de medida de aseguramiento, etcétera). (…)”
Al respecto, esta Sala advierte que dicho ente persecutor para negar al accionante el acceso a los documentos requeridos se ciñó a lo dispuesto por el legislador y consideró que será en la etapa procesal adecuada en donde descubrirán los elementos materiales probatorios.  En tal sentido, algunos de los EMP y EF que obran en el expediente radicado No.660016000036201801678 están cobijados por la reserva, máxime que la víctima es una menor de edad a quien se le deben proteger datos que puedan afectar su intimidad.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, trece (13) de julio de dos mil dieciocho (2018)
Aprobado por Acta No.0581
Hora: 4:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el abogado Abelardo Aristizábal Zuluaga, apoderado judicial del señor Cristian Andrés  Aristizábal Villanueva  en contra de la Fiscalía 1ª Seccional Unidad de  Vida de Pereira por considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso y de defensa. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó el apoderado del señor Cristian Andrés Aristizábal Villanueva que la Fiscalía 1ª Seccional de esta capital adelanta una investigación en contra de su mandante por el delito de aborto sin consentimiento, de la cual se enteró el 4 de mayo de la presente anualidad, a raíz de una llamada telefónica que ese despacho le hizo para citarlo a  fin de llevar a cabo una diligencia Interrogatorio de indiciado el 8 de mayo siguiente, debiéndose presentar con abogado, por lo que contrató con dicho togado sus servicios profesionales.  En tal virtud, se otorgó el poder respectivo y el 7 de mayo de 2018 se radicó un derecho de petición ante el ente investigador para que se le expidiera copia de la denuncia penal y los demás elementos materiales probatorios con el fin de conocer las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que sucedieron los hechos y así poder brindar al accionante una asesoría integral y tomar la decisión de rendir o no el interrogatorio aludido.
El 15 de mayo del año que avanza, el accionante recibió una respuesta negativa a su petición con fundamento en que el proceso se encuentra en la etapa de indagación, en la que la FGN recolecta los EMP y EF con el fin de tomar una determinación y que será en el momento adecuado donde se hará el respectivo descubrimiento de evidencias.

Por lo anterior, consideró que con la decisión de la Fiscalía 1ª Seccional se vulneran los derechos fundamentales al debido proceso y a la defensa, además, se desconoció el precedente jurisprudencial en el entendido de no haber fundamento fáctico y jurídico por parte de la FGN al adoptar esa decisión.

Solicitó la protección de los derechos fundamentales al debido proceso y defensa del señor Cristian Andrés Aristizábal Villanueva y como consecuencia, se ordene a la Fiscalía 1ª Seccional de la Unidad de Vida de esta ciudad que expida la copia de la denuncia y demás elementos materiales probatorios que reposan en el expediente con radicado No.36-201801678 (Fls. 1-8).
2.2. A la demanda adjuntó los documentos que sustentan sus pretensiones (Fls. 9-14).

2.3.  Mediante auto del  3 de julio de 2018 se avocó la presente demanda de amparo a prevención y  se ordenó correr traslado de la misma a la autoridad accionada (Fl. 17).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA

3.1. FISCALÍA 1ª SECCIONAL DE VIDA DE PEREIRA

Informó que se adelanta una indagación por la conducta punible consagrada en el artículo 123 del C.P. “aborto sin consentimiento”, del que presuntamente fue objeto la adolescente L.A.B.C. de 17 años de edad y el feto, por hechos ocurridos el 7 de diciembre de 2017 (los cuales describe).

Mencionó que una vista a la carpeta penal permite observar que una vez formulada la denuncia por la propia adolescente, se asignó el caso a esa unidad y se procedió a trazar el programa metodológico que la pesquisa amerita, por ser la víctima una menor de edad, de acuerdo a las circunstancias fácticas que ella misma relató.  Por lo tanto, se instó a la investigadora del CTI para que obtuviera los dictámenes correspondientes a las valoraciones por cuenta del Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses, incluidas las de tipo psicológico, las cuales se encuentran dentro de los EMP.  Simultáneamente se dispuso recepcionar el interrogatorio al indiciado previsto en la dinámica de la investigación, pero cuando fue citado con su defensor, este finalmente no presentó al señor Aristizábal Villanueva, según información de la investigadora y la asistente del despacho.
Puso en conocimiento que no se accedió a la expedición de copias al accionante, las que tiene que ver no solo con la denuncia sino con todos los EMPL que se han venido recopilando y aun se siguen acopiando, como quiera que el informe de Policía Judicial se encuentra pendiente, ya que el término de la orden del Fiscal se halla vigente (90 días) y la decisión de no reproducir tales elementos tienen reserva, según los preceptos de la Ley 906 de 2004.  Por lo tanto, acceder al pedimento del abogado del actor implicaría que cada vez que el ente investigador vaya obteniendo tales elementos con vocación probatoria, tendría que ir entregando a solicitud de la defensa o quizás del propio incriminado los mismos así sea en fotocopia, tal como se plantea en este caso.
Considera que, salvo muy novedoso criterio, la mencionada concesión o práctica vendría a “desquiciar” una de las bases en el modelo  penal con tendencia acusatoria, que si bien propugna por la igualdad de armas, respeta la actividad investigativa de la Fiscalía y de la defensa misma cuando quiera que impone solo la carga de un descubrimiento ceñido a la lealtad, pero en su momento oportuno, como es conocido por quienes trasiegan por el sistema penal acusatorio.

Por lo anterior, solicitó denegar el amparo constitucional (Fls. 22-24).

Igualmente, dejó a disposición la carpeta contentiva del proceso penal bajo el radicado No.660016000036201801678 en 19 folios.

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron el derecho fundamental de petición al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7.  Establece el artículo 29 constitucional que el debido proceso se debe aplicar a todas las actuaciones tanto judiciales como administrativas que se lleven contra una persona, con el fin de garantizar la salvaguarda de sus derechos y que no se presente un abuso de funciones por parte de las autoridades, por ello la Corte Constitucional en sentencia T-458 de 1994 lo definió así:  “el debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar al ciudadano que ha acudido al proceso, una recta y cumplida administración de justicia y la debida fundamentación de las relaciones judiciales, mediante el acatamiento del principio de juridicidad propio del Estado de derecho, y que excluye, por consiguiente, cualquier acción contra legem o praeter legem. En consecuencia, el debido proceso es un derecho fundamental, susceptible de ser protegido por medio de la acción de tutela, ya que las actuaciones de los servidores públicos que solo obedezcan a motivaciones internas, desconocen la primacía de los derechos inalienables de la persona, la protección constitucional de los derechos fundamentales y la prevalencia del derecho sustancial”

4.8.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.8.1.  En el caso sub examine, el apoderado judicial del señor Cristian Andrés  Aristizábal Villanueva atribuye a la Fiscalía 1ª Seccional de esta ciudad la vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y de defensa de su mandante al no haberle suministrado las copias que obran dentro de la investigación que se sigue en contra de este, radicada bajo el No.660016000036201801678 y que corresponden a la denuncia, los dictámenes de medicina legal si los hubiere y los demás EMP  con los que cuenta la FGN.

4.8.2.  En lo que se refiere específicamente a las condiciones para acceder a las copias ante una autoridad jurisdiccional, la Corte Constitucional que deben distinguirse dos situaciones
: 

“la primera se presenta cuando en ejercicio del derecho de petición se requieren asuntos que están vinculados de manera estricta a la función judicial y, la segunda, cuando ella versa sobre aspectos de carácter meramente administrativo.  En el primer evento estas solicitudes encuentran sus límites en las reglas de las formas propias de cada juicio y, por tanto, la presentación de la solicitud no implica, de manera alguna, el desconocimiento de los términos y demás formalidades aplicables al proceso. No obstante, se debe aclarar, cuando las solicitudes son elevadas por los sujetos procesales, a fin de hacer efectivas sus prerrogativas constitucionales, éstas deben ser examinadas de manera minuciosa ya que la efectividad de la petición tendrá un vínculo estrecho con el debido proceso y el acceso a la administración de justicia.  En el segundo evento, cuando la solicitud versa sobre asuntos de índole administrativa, ha sido claro para esta corporación que los parámetros que deben guiar su trámite son los establecidos en las disposiciones del Código contencioso Administrativo”.  (Subrayas propias) 
4.8.3. Ahora bien, la Constitución Política en su artículo 250 señala que en ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá:

“1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas.

(…)

3. Asegurar los elementos materiales probatorios, garantizando la cadena de custodia mientras se ejerce su contradicción. En caso de requerirse medidas adicionales que impliquen afectación de derechos fundamentales, deberá obtenerse la respectiva autorización por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías para poder proceder a ello.
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función.

La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará los límites y eventos en que proceda la captura. En estos casos el juez que cumpla la función de control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) horas siguientes. (…)”  (Subrayas propias)
4.8.4.   Dentro de los principios rectores y garantías procesales, se tiene el derecho de defensa se encuentra consagrado en el artículo 8º  del C.P.P. (Ley 906 de 2004) y en su inciso 1º dispone “En desarrollo de la actuación, una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho, en plena igualdad respecto del órgano de persecución penal…”. Dicha norma fue analizada por la Corte Constitucional y señaló una hipótesis semejante a lo ocurrido en el caso objeto de decisión en la Sentencia C-799 de 2005 en la que se declaró su exequibilidad condicionada, para el efecto dicha Corporación  determinó los alcances del derecho de defensa en el ámbito penal y definió su conexión frente a la materialización del valor de justicia.  Bajo estas condiciones, advirtió lo siguiente:

“Pues bien, evidencia esta Corte que ni en la Constitución ni en los tratados internacionales de derechos humanos se ha establecido un límite temporal para el ejercicio del derecho de defensa.  Como se ha dicho , el derecho de defensa es general y universal , y en ese contexto no es restringible al menos desde el punto de vista temporal” (…) Por consiguiente,  el ejercicio del derecho de defensa surge desde que se tiene conocimiento que cursa un proceso en contra de una persona y solo culmina cuando finalice dicho proceso” 

(…)  la interpretación incluyente, es decir, aquella que permite entender que la adquisición de la condición de imputado es  una de las diferentes condiciones en las cuales se puede encontrar una persona en un proceso penal, pero en momento alguno excluye aquellas anteriores a la condición de imputado lo que implicaría que el derecho de defensa se pueda ejercer antes de adquirirse la referida condición; es una interpretación ajustada a la Carta Política y por ende es Constitucional.
 En este orden de ideas, la correcta interpretación del derecho de defensa implica que se puede ejercer desde antes de la imputación.  Así lo establece el propio Código por ejemplo desde la captura o inclusive antes, cuando el investigado  tiene conocimiento de que es un presunto implicado en los hechos.  Por ello, la limitación establecida en el artículo 8° de la ley 906 de 2004, si se interpreta en el entendido de que el derecho de defensa sólo se puede ejercer desde el momento en que se adquiere la condición de imputado, sería violatorio del derecho de defensa.  
Por tal motivo, esta Corporación condicionará la exequibilidad de la expresión acusada sin perjuicio del ejercicio oportuno, dentro de los cauces legales, del derecho de defensa por el presunto implicado o indiciado en la fase de indagación e investigación anterior a la formulación de la imputación.” 
4.8.5. Y de acuerdo a lo anterior, concluyó: “La Corte, por tanto, ha afirmado reiteradamente que el derecho de defensa no se empieza a ejercer solamente desde el momento en que se profiere la imputación sino que, desde el momento mismo en que se inicia la investigación con un indiciado conocido, éste puede adoptar las estrategias que considere convenientes para preparar su defensa, eso sí, teniendo en cuenta los cauces legales previstos en la Ley 906 de 2004, bajo el entendido de que la estructura del nuevo sistema de Procedimiento Penal con tendencia acusatoria no implica: (i) anticipar la etapa del descubrimiento de las pruebas ni (ii) efectuar solicitudes que puedan entrabar las labores de la Fiscalía de adelantar y continuar la investigación(…)”  (Subrayas fuera del texto original)
4.8.6.  Siguiendo los lineamientos del artículo 8º del C.P.P., en su literal “h” consagra que una vez adquirida la condición de imputado, este tendrá derecho: “conocer los cargos que le sean imputados, expresados en términos que sean comprensibles, con indicación expresa de las circunstancias conocidas de modo, tiempo y lugar que los fundamentan”.

4.8.7.  Por su parte, el artículo 125 del C.P.P dispone lo pertinente a los deberes y atribuciones especiales de la defensa y en su numeral 3º señala que tendrá los siguientes: “En el evento de una acusación, conocer en su oportunidad todos los elementos probatorios, evidencia física e informaciones de que tenga noticia la Fiscalía General de la Nación, incluidos los que sean favorables al procesado.”  Frente a esta norma, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.3, M.P. Patricia Salazar Cuéllar, STP5739-2017, Radicación No.: 89635, del 25 de abril de 2017 dijo lo siguiente:
“En principio puede afirmarse que la Fiscalía General de la Nación es una de aquellas entidades públicas a que alude el artículo 125 de la Ley 906 de 2004, ante las cuales la defensa puede solicitar información que considere útil para su labor. 

Sin embargo, cuando se trata de información obtenida dentro de las investigaciones penales (evidencias físicas, elementos materiales probatorios, entre otros), debe tenerse en cuenta que el legislador reguló de manera puntual esa materia, en las normas que establecen los parámetros y los momentos procesales para realizar el descubrimiento probatorio.

Así, por regla general ese tipo de información (la obtenida a raíz de la investigación penal) solo debe develarse en el respectivo proceso penal, en la fase de acusación (o con posterioridad, como se indicó en precedencia), según las reglas atrás referidas y sin perjuicio de la que deba ser presentada ante el juez de control de garantías para los asuntos de su competencia (legalización de captura, imposición de medida de aseguramiento, etcétera). 

Lo anterior es así, porque la divulgación de esa información al margen de las reglas atrás relacionadas puede afectar aspectos de clara trascendencia constitucional, como los siguientes: (i) la seguridad del Estado –Art. 345 de la Ley 906 de 2004; (ii) la recta y eficaz administración de justicia, en cuanto dicha develación pueda afectar la investigación en la que fue recaudada, otras investigaciones en curso o futuras –ídem-, lo que puede suceder, por ejemplo, porque se trunquen actos de investigación reservados o se entorpezcan programas de investigación orientados a desarticular bandas de delincuencia organizada; (iii) los derechos de las víctimas, como cuando la Fiscalía cuente con información atinente al comportamiento sexual del sujeto pasivo de alguno de los delitos consagrados en los artículos 205 y siguientes del Código Penal, o algún otro dato que no pueda utilizarse como prueba o para impugnar la credibilidad de los testigos, según las pautas legales y jurisprudenciales; entre otros.”

4.8.8. En lo que respecta al principio de publicidad, el artículo 149 del C.P.P. (ley 906 de 2004) señala lo siguiente:
“Artículo 149. Principio de publicidad. Todas las audiencias que se desarrollen durante la etapa de juzgamiento serán públicas y no se podrá denegar el acceso a nadie, sin decisión judicial previa. Aun cuando se limite la publicidad al máximo, no podrá excluirse a la Fiscalía, el acusado, la defensa, el Ministerio Público, la víctima y su representación legal.
 El juez podrá limitar la publicidad de todos los procedimientos o parte de ellos, previa audiencia privada con los intervinientes, de conformidad con los artículos siguientes y sin limitar el principio de contradicción.
 Estas medidas deberán sujetarse al principio de necesidad y si desaparecieren las causas que dieron origen a esa restricción, el juez la levantará de oficio o a petición de parte.
 No se podrá, en ningún caso, presentar al indiciado, imputado o acusado como culpable. Tampoco se podrá, antes de pronunciarse la sentencia, dar declaraciones sobre el caso a los medios de comunicación so pena de la imposición de las sanciones que corresponda.”
4.8.9. En la Sentencia C-1154 de 2005 la Corte Constitucional se refirió a que la publicidad durante el proceso se extiende no solamente a los sujetos procesales sino también a los medios de comunicación y a la comunidad en general a menos que, según la ley, la publicidad del proceso comprometa a alguna de las partes, se afecte la seguridad nacional, se exponga a un daño psicológico a los menores de edad que deban intervenir; se menoscabe el derecho del acusado a un juicio justo; o se comprometa seriamente el éxito de la investigación. Así mismo, dicha Corporación indicó que de conformidad con el principio de publicidad, todas las audiencias que se desarrollen durante la etapa de juzgamiento deben ser públicas y no se le puede negar a nadie el acceso a las mismas. Sin embargo, existen ciertas restricciones a dicha publicidad que se concretan de la siguiente manera:
“Artículo 150. Restricciones a la publicidad por motivos de orden público, seguridad nacional o moral pública. Cuando el orden público o la seguridad nacional se vean amenazados por la publicidad de un proceso en particular, o se comprometa la preservación de la moral pública, el juez, mediante auto motivado, podrá imponer una o varias de las siguientes medidas:
1. Limitación total o parcial del acceso al público o a la prensa.
2. Imposición a los presentes del deber de guardar reserva sobre lo que ven, oyen o perciben.
Artículo 151. Restricciones a la publicidad por motivos de seguridad o respeto a las víctimas menores de edad. En caso de que fuere llamada a declarar una víctima menor de edad, el juez podrá limitar total o parcialmente el acceso al público o a la prensa.
Artículo 152. Restricciones a la publicidad por motivos de interés de la justicia. Cuando los intereses de la justicia se vean perjudicados o amenazados por la publicidad del juicio, en especial cuando la imparcialidad del juez pueda afectarse, el juez, mediante auto motivado, podrá imponer a los presentes el deber de guardar reserva sobre lo que ven, oyen o perciben, o limitar total o parcial el acceso del público o de la prensa.

De igual manera, según el artículo 377 de la Ley 906 de 2004, toda prueba  se debe practicar en la audiencia del juicio oral, en presencia de las partes, los intervinientes y el público. De acuerdo a lo anterior, la prueba no puede ser practicada de manera secreta u oculta, sino de cara al acusado y a la sociedad, sin perjuicio de las medidas de protección. Las audiencias preliminares también son públicas, pero tienen carácter reservado aquellas en las que se hace el control por parte del juez de garantías sobre allanamientos, registros, interceptaciones de comunicaciones. También las relacionadas con la autorización judicial previa para la realización de inspección corporal, obtención de muestras que involucren al imputado y procedimientos en caso de lesionados o de víctimas de agresiones sexuales o en las que se decrete una medida cautelar sobre bienes del imputado en cuyo caso solo asiste el fiscal.” (Subrayas fuera del texto original)
4.8.10. Así mismo,  la Ley 1908 del 9 de julio de 2018 “por medio de la cual se fortalecen la investigación y judicialización de organizaciones criminales, se adoptan medidas para su sujeción a la justicia y se dictan otras disposiciones” en su artículo 22 dispuso la adición de artículo 212B a la Ley 906 de 2004 el cual quedará así:

“Artículo 212
B.  Reserva de la actuación penal. La indagación será reservada.  En todo caso, la Fiscalía podrá revelar información la actuación por motivos de interés general”.

4.8.11. En la respuesta emitida por la Fiscalía 1ª Seccional de esta ciudad con fecha del 15 de mayo de 2018 se le informó al abogado del accionante lo siguiente:  “… de conformidad a las disposiciones legales no es procedente la petición; toda vez que la investigación No.660016000036201801678, por el delito de Aborto Sin Consentimiento se adelanta en contra de su poderdante el señor CRISTIAN ANDRES ARISTIZABAL VILLANUEVA, la cual se encuentra en etapa de indagación en donde la Fiscalía recolecta Elementos Materiales Probatorios y Evidencia Físicas, con el fin de tomar una decisión al respecto; por tanto en el momento procesal adecuado se le hará el respectivo descubrimiento de los mismo (sic) y podrá tener acceso a dicha información” (folio 14).  Al respecto, esta Sala advierte que dicho ente persecutor para negar al accionante el acceso a los documentos requeridos se ciñó  a lo dispuesto por el legislador y consideró que será en la etapa procesal adecuada en donde descubrirán los elementos materiales probatorios.  En tal sentido, algunos de los EMP y EF que obran en el expediente radicado No.660016000036201801678 están cobijados por la reserva, máxime que la víctima es una menor de edad a quien se le deben proteger datos que puedan afectar su intimidad
.  

4.8.12. Por lo anterior, esta Colegiatura considera que no se han vulnerado los derechos fundamentales invocados por el apoderado judicial del  señor Aristizábal Villanueva, quien al haber sido citado por la FGN para recepcionar el interrogatorio a indiciado, cuenta con esa oportunidad para enterarse de la información con la que cuenta la Fiscalía y que reclamó en este trámite constitucional. Por su parte, la Fiscalía 1ª Seccional de esta ciudad pondrá en conocimiento del actor, de manera sucinta, los hechos objeto de investigación y si considera que es procedente, le expedirá copia de la denuncia.
4.8.13.  Consecuente con lo discurrido y con fundamento en los presupuestos legales y constitucionales a los que se hizo referencia a lo largo de este proveído, es inexistente la vulneración o amenaza del derecho fundamental al debido proceso del actor por la no expedición de las copias de los documentos que obran en el expediente radicado No. 660016000036201801678, puesto que no se avizora un comportamiento omisivo que comporte una afectación a sus garantías por parte del despacho judicial accionado.  En tal virtud, ante la inexistencia de una conducta respecto de la cual se pueda efectuar el juicio sobre conculcación de garantías fundamentales, el amparo invocado no procede, tal como lo señaló la Corte Constitucional en la Sentencia T-130 de 2014
.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por el abogado del señor Cristian Andrés  Aristizábal Villanueva conforme a lo argumentado en la parte considerativa.
SEGUNDO:  SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado 
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� Sentencia T-920 de 2008 


� Artículo 192 de la Ley 1098 de 2006 (Código de la Infancia y la Adolescencia ley señala: “Derechos especiales de los niños, las niñas o los adolescentes víctimas de delitos. “ En los procesos por delitos en los cuales los niños, las niñas o los adolescentes serán víctimas el funcionario judicial tendrá en cuenta los principios del interés superior del niño, prevalencia de sus derechos, protección integral y los derechos consagrados en los Convenios Internacionales ratificados por Colombia , en la Constitución Política y en esta ley.“  


Artículo 12 de la Ley 1581 de 2012. Requisitos especiales para el tratamiento de datos personales de niños, niñas y adolescentes. El Tratamiento de datos personales de niños, niñas y adolescentes está prohibido, excepto cuando se trate de datos de naturaleza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo � HYPERLINK "http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=49981" \l "7" �7�° de la Ley 1581 de 2012 y cuando dicho Tratamiento cumpla con los siguientes parámetros y requisitos: 1. Que responda y respete el interés superior de los niños, niñas y adolescentes. 2. Que se asegure el respeto de sus derechos fundamentales. Cumplidos los anteriores requisitos, el representante legal del niño, niña o adolescente otorgará la autorización previo ejercicio del menor de su derecho a ser escuchado, opinión que será valorada teniendo en cuenta la madurez, autonomía y capacidad para entender el asunto. (Subrayas fuera del texto original ) 


�  “El objeto de la acción de tutela es la protección efectiva, inmediata, concreta y subsidiaria de los derechos fundamentales, “cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad  pública o de los particulares [de conformidad con lo establecido en el Capítulo III del Decreto 2591 de 1991. Así pues, se desprende que el mecanismo de amparo constitucional se torna improcedente, entre otras causas, cuando no existe una actuación u omisión del agente accionado a la que se le pueda endilgar la supuesta amenaza o vulneración de las garantías fundamentales en cuestión. En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)” ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”. 





 Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”. 
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